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Introducción

La agenda latinoamericana de seguridad atraviesa por un impor-
tante momento de transición, como resultado de los cambios 
en el carácter y naturaleza de las amenazas, así como de los ins-

trumentos necesarios para confrontarlas. Por una parte, han concluido 
los conflictos armados internos entre los gobiernos nacionales y grupos 
guerrilleros, con la notable excepción de Colombia. De igual forma, y 
con la excepción del incidente militar en la frontera entre Colombia y 
Ecuador el primero de marzo de 2008, cuando tropas colombianas ata-
caron a miembros de las FARC en territorio ecuatoriano como parte de 
una maniobra para dar de baja a un alto dirigente del grupo guerrillero, 
la gran mayoría de los países latinoamericanos no perciben amenazas 
provenientes de países vecinos o de otros estados. No obstante, en los 
últimos veinte años, han aparecido nuevos fenómenos que han obligado 
a pensar en la reforma de las instituciones de seguridad y defensa. Estas 
nuevas amenazas tienen como característica la asimetría, la no conven-
cionalidad, y su manifestación y origen tanto nacional como transnacio-
nal. En casos extremos han puesto en jaque a gobiernos ante la aparente 
incapacidad de los cuerpos policiales de enfrentar estas nuevas amenazas 
a la seguridad pública e incluso a la gobernabilidad de los países.

En un esfuerzo conjunto, el proyecto “Creando Comunidades en la 
Américas” del Programa Latinoamericano del Woodrow Wilson Center 
y el Centro de Estudios Hemisféricos de Defensa (CHDS) de la Nacional 
Defense University, convocaron en septiembre de 2007, en el marco del 
X Aniversario del CHDS, a un distinguido grupo de expertos para que, 
ante una audiencia mixta que incluía funcionarios, representantes de ins-
tituciones militares y académicos, analizaran el impacto de las amenazas 
irregulares en la agenda de seguridad latinoamericana, y en particular en 
el proceso de las reformas de las instituciones de seguridad y defensa de la 
región. La gravedad de las amenazas ha llevado a los gobiernos y a diver-
sos sectores de la sociedad civil a proponer el uso de las fuerzas armadas 
en tareas de seguridad pública, lucha contra el crimen organizado y el 
narcotráfico. Esta cuestión ha levantado un serio debate entre estudiosos 
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Brasil: respuestas del sector 
de seguridad a las amenazas 

irregulares1

Eliézer Rizzo de Oliveira

La libertad es simple retórica si no va acompañada de derechos que hagan 
posible su ejercicio efectivo. 

—Michelle Bachelet
Presidente de Chile 2

El objetivo de este ensayo es analizar un conjunto de medidas que 
el Estado brasileño viene implementando hace algunos años como 
respuesta a los crecientes desafíos en el campo de la Seguridad 

Pública. Estas acciones se dan en las estructuras policiales y de inteligen-
cia de la Nación y de los estados, y también en las municipalidades.

No fue posible el relevamiento de la totalidad de estos cambios rela-
cionados con las nuevas amenazas o amenazas irregulares. Sin embargo, 
cabe destacar que la Policía Federal viene reprimiendo el narcotráfico, el 
lavado de dinero, el tráfico de seres humanos, el trabajo esclavo y la co-
rrupción, con el encarcelamiento de delincuentes de cuello blanco y de 
los políticos asociados a la criminalidad. Se creó una Fuerza Nacional de 
Seguridad Pública para actuar en apoyo a los estados federados.

Está en curso el cambio más significativo que es la profundización de 
las responsabilidades de las Fuerzas Armadas en la Seguridad Pública. 
El Ejército implanta cambios estructurales y doctrinarios para actuar 
contra el terrorismo, aunque según las autoridades nacionales, éste no 
exista como fenómeno político. Sin que disminuya el nivel de adies-
tramiento para la defensa del territorio, existen respuestas en el terreno 
de la Defensa Nacional en relación al narcotráfico. Se trata particular-
mente de los ejercicios y campañas de las Fuerzas Armadas en la región 
amazónica y en otras regiones del Brasil, así como de destinar unidades 
del Ejército para “garantizar la ley y el orden”. Vivimos una coyuntura 
marcada por la participación de las fuerzas militares, generalmente en 
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apoyo de las fuerzas policiales, en regiones urbanas que se encuentran 
acosadas por la criminalidad. 

Se puede prever que estas modificaciones serán profundizadas. Cuando 
las tropas brasileñas fueron destinadas a la MINUSTAH, la expresión “Haití 
es aquí” pasó a manifestar el sentimiento, o mejor, la postura de que las 
Fuerzas Armadas debían actuar sistemáticamente en las regiones con altos 
índices de inseguridad. Ante los impedimentos legales, un segundo punto 
de vista postulaba: “si es posible en Haití, por qué no en Brasil. Cambiemos 
la ley”. Ahora bien, de visita en Haití, el ministro de Defensa, Nelson 
Jobim, anticipó la finalización de este ciclo de cambios conceptuales, es-
tructurales y operativos sobre la responsabilidad militar en el campo de la 
Seguridad Pública. O sea, es probable que se efectúe una modificación de la 
Constitución para fundamentar la participación de las Fuerzas Armadas— 
aún más efectiva que en la actualidad—en la Seguridad Pública.3

El crimen organizado—que asocia el tráfico de drogas y de armas, el 
contrabando, el tráfico de personas para la prostitución en el país y en el 
exterior, etc.- ganó una fuerza y un poder inéditos en los últimos años al 
organizar motines en prisiones, asesinatos y actos terroristas. Los líderes 
de algunas facciones delictivas se transforman en referentes en el imagi-
nario social, con el objetivo de atraer jóvenes hacia las actividades ilícitas. 
A la vez, las políticas sociales son incapaces de conquistar a los jóvenes 
y de librarlos de la atracción que el poder despótico de la criminalidad 
ejerce sobre ellos y sus comunidades.4

Para los Estados Unidos y sus socios de la Organización del Tratado 
del Atlántico Norte, la inmigración ilegal constituye una nueva amenaza. 
Aunque miles de inmigrantes ilegales vivan en Brasil, el país no los considera 
una amenaza. De cierta manera, el problema puede plantearse al contrario, 
ya que miles de brasileños viven ilegalmente en los Estados Unidos y en 
otros países, habiendo dejado su país natal en busca de oportunidades de tra-
bajo que allí no encontraban. Una Comisión Parlamentaria de Investigación 
trajo a la luz las duras condiciones de vida de estos clandestinos.

1. Las estructuras de seguridad y defensa.

La Constitución Nacional (octubre de 1988) establece una división de 
responsabilidades entre Nación y estados y, en el interior de cada uno de 

éstos, entre las policías civil y militar. Como consecuencia de lo estable-
cido en la norma constitucional, varios gobiernos hicieron poco y nada 
en las últimas décadas porque consideraron que la responsabilidad de la 
Seguridad Pública le correspondería casi exclusivamente a los estados. 

La Constitución Nacional, ya modificada cincuenta y tres veces hasta 
diciembre de 2006, incluye a las Fuerzas Armadas y a las policías es-
taduales y federales bajo el título “De la Defensa del Estado y de las 
Instituciones Democráticas”, en donde también se encuentran los meca-
nismos para enfrentar las crisis institucionales (Estado de Defensa, Estado 
de Sitio y Fuerzas Armadas) y la Seguridad Pública. Son tres las misiones 
esenciales de las Fuerzas Armadas, además de las acciones de corte social 
y la contribución al desarrollo económico, científico y tecnológico del 
país. La primera es la “defensa de la Patria”, que implica la disuasión y el 
combate contra las amenazas y agresiones provenientes del exterior. Se 
trata de la Defensa Exterior, misión por excelencia de las instituciones 
militares dentro de los moldes clásicos. Las demás misiones se refieren 
al ámbito nacional, a saber, “garantizar los poderes constitucionales” (en 
crisis políticas de carácter institucional) y garantizar “la ley y el orden” 
(referida a la Seguridad Pública). En todas estas misiones, el carácter ins-
trumental de las Fuerzas Armadas se evidencia en la expresión “por ini-
ciativa de cualquiera de éstos”

Incluyo aquí un comentario tal vez excesivo sobre la potestad presi-
dencial, que es inequívoca en cuanto a la misión externa y a la primera de 
las misiones internas (la defensa de las instituciones). Once años después 
de la promulgación de la Constitución Nacional, la Ley Complementaria 
97 (1999) delimitó el precepto constitucional al exclusivo derecho del 
Presidente para acotar la acción de las Fuerzas Armadas, por intermedio 
del Ministro de Defensa, a quien éstas están subordinadas.5

Las Fuerzas Armadas actuaron intensamente en la represión política 
durante el régimen militar, habiendo creado instituciones y estrategias 
para ello (prisión, tortura, Justicia Militar, eliminación de opositores, 
etc.). Como lo hemos referido anteriormente, en la actualidad se las em-
plea de forma circunstancial en situaciones especiales: para controlar la 
Seguridad Pública y asegurar la autoridad del Estado en zonas de favelas 
en Río de Janeiro (1994), para garantizar la seguridad de todas las elec-
ciones en buena parte del territorio nacional, para la seguridad de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo 
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(Río de Janeiro, junio de 1992), para la seguridad de las grandes ciu-
dades durante las huelgas de policías civiles y militares y en una huelga 
de trabajadores de refinerías de petróleo (en el gobierno de Fernando 
Henrique Cardoso),6 en la distribución de alimentos para los sectores ex-
tremadamente pobres de la región nordestina, para erradicar plantacio-
nes de marihuana, etc. En particular, y con una gran repercusión en los 
medios de comunicación, en la seguridad de los Juegos Panamericanos 
de Río de Janeiro (en julio de 2007).7

Es importante aquí comentar las prerrogativas de los aparatos poli-
ciales. La Policía Federal tiene la función de policía judicial en los deli-
tos cometidos contra la Nación, además de la vigilancia de las fronteras 
marítimas, aeroportuarias y terrestres, de la prevención y represión del 
tráfico de drogas y del contrabando. Es responsabilidad de las Policías 
Civiles (27 en total) actuar como policías judiciales de los estados que 
las mantienen, y determinar las “infracciones penales, excepto las mili-
tares”, en tanto que las Policías Militares (27 igualmente) realizan una 
vigilancia ostentiva y represiva para la “preservación del orden público”. 
Los cuerpos de bomberos (que son militares) son los encargados del fun-
cionamiento de la Defensa Civil. De un modo general, en cada estado las 
policías civiles y militares se encuentran bajo la esfera de la Secretaría de 
Estado de Seguridad Pública y responden a la autoridad del gobernador. 

Por último, la Constitución autoriza a las ciudades a crear Guardias 
Municipales para proteger bienes, servicios e instalaciones públicas. Estos 
cuerpos policiales crecieron rápidamente en número y en atribuciones, 
no sin conflictos de competencia con las Policías Militares por el ejerci-
cio de la vigilancia ostensiva.

Como se ve, la estructura policial y de Seguridad Pública brasileña 
está marcadamente fraccionada. Dicha división opera en detrimento 
de la eficiencia, entre otras cosas porque las organizaciones delictivas 
no respetan las fronteras internas del país, ni las fronteras con los países 
vecinos. Algunas Comisiones Parlamentarias de Investigación (CPI) de 
la Cámara de Diputados y del Senado de la Nación identificaron este 
dato y sugirieron medidas que apuntan a la cooperación de las policías 
de los estados y a nivel nacional, ya que las divisiones artificiales (a 
pesar de estar fundadas en culturas organizativas) facilitan la vida de las 
instituciones delictivas.

2. Cuestiones sobre la represión del delito. 

No existe en Brasil una percepción social aguda de las nuevas amenazas. 
La inseguridad, que deriva de la acción delictiva y de la escasa capacidad 
de los organismos del Estado, no está asociada a los fenómenos de la post 
Guerra Fría. El delito y los delincuentes deben ser combatidos por las 
policías y el Ejército debe ampliar su actuación, ésa es la expectativa cre-
ciente de la opinión pública, con un espacio cada vez mayor en la prensa. 
Sin embargo, hay dos niveles de conflicto permanentes. El primero tiene 
que ver con la difícil convivencia entre la Policía Federal, por un lado, 
y las policías estaduales, por el otro. En el segundo se confrontan las po-
licías estaduales (dentro de cada uno de los estados), cuyas estructuras, 
estrategias y condiciones materiales son muy diferentes entre sí. 

En estas circunstancias, las nuevas amenazas han servido más para el 
uso diplomático que para orientar a la Seguridad Pública y a la Defensa 
Nacional.8 El ministro de Relaciones Exteriores, embajador Celso 
Amorim, rechaza las “llamadas nuevas amenazas”, que son el “terro-
rismo, tráfico de armas y de drogas, proliferación de armas de destruc-
ción masiva”.9 La política de Defensa Nacional (2005) también se refiere 
a ellas: “Los delitos transnacionales de naturaleza variada y el terrorismo 
internacional son amenazas a la paz, a la seguridad y al orden democrá-
tico, a las que se enfrenta normalmente con los instrumentos de inteli-
gencia y de seguridad de los Estados”.10

A partir de los años 90, el agravamiento de la criminalidad en las 
grandes metrópolis generó respuestas de los gobiernos nacionales con 
el propósito de estrechar los vínculos de las Fuerzas Armadas con la 
Seguridad Pública. En consecuencia, Río de Janeiro fue una especie de 
laboratorio permanente para la misión de “garantizar la ley y el orden”. 
La opinión pública fue ampliamente favorable a una participación militar 
más intensa, pues cuanto mayor es la sensación de inseguridad y cuánto 
menor la percepción de amenazas externas, más intensa y favorable es la 
expectativa de la población sobre el empleo de las Fuerzas Armadas en 
la Seguridad Pública, entre otros factores, porque las policías carecen de 
prestigio social.

La participación de las Fuerzas Armadas en apoyo de la Seguridad 
Pública produjo la disminución circunstancial de la criminalidad.11 
Concluidas estas operaciones militares, continúa el incremento de los 
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delitos y el retorno de la sensación (cada vez mayor) de inseguridad. Se 
sabe a quien responsabilizar por la seguridad (Ejército, principalmente) 
y a quien atribuir las causas de la inseguridad (al crimen organizado, al 
narcotráfico y a la ineficiencia policial). 

El diario O Globo publicó una serie de artículos, en agosto de este 
año, en los cuales señaló que 1,5 millones de habitantes de las favelas se 
ven sometidos al poder despótico del narcotráfico, de las milicias y de 
los policías sin preparación y muchas veces delincuentes. Son personas 
sin acceso a los derechos fundamentales de la democracia,12 en especial 
el derecho a la seguridad y a la protección de la vida. Mucha gente es 
asesinada o simplemente desaparece: “La desaparición de cuerpos es 
una consecuencia de la violencia. La violencia se va perfeccionando 
para llevar a cabo delitos corriendo el menor riesgo posible. Ese tipo de 
razonamiento perverso, aplicado por razones políticas, se emplea ahora 
en la violencia criminal”.13

Según el mismo diario, desde 1993 la Comisaría de Homicidios del 
Estado de Río de Janeiro registró 10.464 personas como “desaparecidas”, 
el 70% de las desapariciones estarían relacionadas con el narcotráfico y, 
más recientemente, con la acción de milicias formadas principalmente 
por ex policías14 .

Para combatir el crimen con un mínimo de eficiencia, es necesario 
que las policías mantengan una comunicación permanente, integrando 
sus métodos y procedimientos. La rivalidad de las policías estaduales entre 
sí, y de éstas con las policías federales, dificulta la construcción de este 
cuadro de cooperación. Esta es la opinión de especialistas y parlamenta-
rios. El investigador José Vicente da Silva Filho, coronel de Reserva de la 
Policía Militar de San Pablo, en respuesta a una pregunta que le formulé, 
define un cuadro de tensiones y conflictos que es válido probablemente 
para otros estados.

“No crea que exista una cooperación eficiente entre policías civiles y 
militares. Sus formaciones, valores, estructuras, salarios, son tan diferen-
tes que se volverían como el agua y el aceite a nivel organizativo. La co-
operación interestadual existe, de alguna forma, hace unos 12 años, pero 
es precaria porque ni siquiera hay una cooperación eficaz entre las policías 
dentro de cada estado. Los avances son muy modestos, con sistemas de in-
formaciones compartidos muy precarios, incluso para algunas modalida-
des de crimen organizado y muy fragmentado. Para tener una idea de esa 

precariedad, basta decir que la Policía Militar de Río no comparte datos 
con la Policía Civil y ésta ni siquiera comparte las diferentes bases de datos 
(comisarías especializadas, comisarías distritales). A la Policía Militar de 
San Pablo le está prohibido acceder a los datos del Sistema Omega de la 
Policía Civil (sistema integrador de las bancos de datos criminales) y la 
Policía Civil no puede entrar en el Fotocrim de la Policía Militar (sistema 
de datos de delincuentes con fotos que la PM fue obteniendo en el sistema 
carcelario a lo largo de los últimos 7 años). En Río la Policía Militar lucha 
por la igualdad de salarios con la Policía Civil (que gana casi el doble) y 
los comisarios proponen que el coronel gane igual al jefe de los investiga-
dores (lo reflejaron en un documento escrito)”.15

El sociólogo Guaracy Mingardi16 (ex policía civil y asesor del 
Ministerio Público de San Pablo) indica algunos factores importantes 
sobre la crisis de la Seguridad Pública.

La elevada burocratización y la falta de comunicación de los •	
sistemas de datos condicionan la ineficiencia del Poder Judicial.
Las inversiones en las policías recaen en armas y vehículos, pero •	
deberían privilegiar los sistemas, los métodos y los salarios de los 
policías. Los salarios bajos alientan la corrupción.
Bajo índice de esclarecimiento de crímenes: “Según las investi-•	
gaciones, el 70% de los delitos contra el patrimonio no son re-
gistrados en la Policía. Del 30% restante, se investigará sólo una 
pequeña parte, el 5%. Eso se debe a que la mayor parte se trata 
de hurtos y nadie investiga los hurtos, salvo que sea la casa de un 
millonario (...). La policía sólo investiga delitos que involucran 
a personas importantes, o donde hay mucho dinero o mucha 
violencia.”. 
Método de investigación con empleo de informantes, control de •	
comunicaciones (pinchar teléfonos) y de tortura: “El pinchado 
de teléfonos es reciente, comenzó a usarse hace poco tiempo. 
Desde la Constitución de 1988, la tortura disminuyó, pero 
aún existe. Hay muchos delincuentes experimentados que sólo 
confiesan bajo tortura. La delación es la forma de trabajo de la 
Policía. Es el informante, llamado buchón, quien dirá atrás de 
quien tiene que ir la Policía. Es una de las maneras de comenzar 
con el delincuente para llegar al delito”.
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Los policías militares trabajan en la seguridad privada y en la •	
Seguridad Pública privatizada: “No se contrata al PM porque 
es mejor que el vigilador común. Se lo contrata porque, siendo 
PM, cuando llame a la Policía comunicando algún delito en el 
lugar, el patrullero llegará más rápido”.17

3. Algunas respuestas del Estado brasileño.

Un fenómeno efectivamente nuevo está poniendo en jaque la estructura 
de la Seguridad Pública en Brasil: la ampliación de las estructuras, de las 
modalidades, y del comportamiento de las organizaciones delictivas que 
dominan sistemas carcelarios y llevan a cabo el terrorismo, que asesinan 
a autoridades ( judiciales y policiales) y a presidiarios, promueven ataques 
armados contra el Poder Judicial, la Policía Civil y la Policía Militar. Se 
trata del terrosismo del crimen organizado.

Algunas organizaciones delictivas se estructuraron a partir de los 
años 90. La organización pionera es el Comando Vermelho, que nació a 
finales de la década del 60 en Río de Janeiro. Continúa en actividad y 
coopera con la organización más conocida de todas, probablemente la 
más poderosa—el Primer Comando de la Capital (PCC)—al cual se le 
atribuye buena parte del tráfico de drogas en San Pablo (inclusive en las 
prisiones), tráfico de armas, asesinatos de autoridades y de delincuentes 
de bandos contrarios, etc. Según el periodista Percival de Souza, el PCC 
se organizó de modo complejo y descentralizado (conforme el modelo 
de los partidos revolucionarios), amplió sus actividades hacia países ve-
cinos, actuando con extrema violencia en la organización de rebeliones 
de buena parte de las penitenciarías del Estado de San Pablo. Su éxito es 
inversamente proporcional a la eficiencia de la Justicia, de las policías y 
de la administración de las prisiones. 

Las raíces del PCC generaron metástasis, creciendo y multiplicándose de 
San Pablo hacia otros estados, y de éstos hacia otros países, como Paraguay, 
Bolivia y Colombia, volviéndose internacional. (...) En el auge de los ataque 
del PCC a la ciudad de San Pablo en el mes de mayo de 2006, la fragili-
dad del Estado y las divergencias entre las autoridades se hicieron evidentes. 
Policías muertos, unidades policiales ametralladas, autos de la policía alcan-

zados por tiros, población amedrentada. La espantosa situación daba una 
muestra del poderío del PCC.18

En mayo de 2006, el PCC atacó instalaciones de la Policía Civil y de 
la Policía Militar, en San Pablo y en innumerables ciudades del interior, 
asesinó policías e instaló el caos.19 Los policías se replegaron a las comisa-
rías y a los cuarteles, el tránsito urbano y carretero quedó sin orientación 
y protección, el transporte colectivo entró en crisis y millones de perso-
nas interrumpieron sus actividades productivas y retornaron a sus hogares 
con sensación de gran inseguridad.20 La reacción policial fue arrasadora, 
haciendo víctimas a decenas de personas presumiblemente relacionadas 
al PCC. El terror de Estado se contrapuso al terror delictivo, un precio 
elevadísimo para el funcionamiento del Estado de Derecho.

Esta modalidad de terrorismo toma fuerza en Brasil, y no se debe 
desechar la hipótesis de terrorismo propiamente político. La posición de 
los Estados Unidos es conocida: existe apoyo financiero al terrorismo is-
lámico en la región de la Triple Frontera (Brasil, Argentina y Paraguay). 
Los presidentes Fernando Henrique Cardoso y Luís Inácio Lula da Silva 
no aceptaron la existencia de terrorismo político en el país. 

Ejército Brasileño.
Pese a esta posición gubernamental, el Ejército está adaptando su estruc-
tura para combatir el terrorismo. La Brigada de Operaciones Especiales 
con sede en Goiânia, cercana a la Capital Federal, integra la Fuerza de 
Acción Rápida destinada a enfrentar acciones terroristas. Sería también 
el caso de una “Autoridad contra el terrorismo”, sobre la cual se carece de 
informaciones, que el gobierno brasileño estaría por implementar desde 
2005 a partir de la propuesta de la Comisión de Relaciones Exteriores y 
Defensa Nacional de la Cámara de Diputados, atendiendo a las decisio-
nes del Consejo de Seguridad de la ONU.21

Otra modificación en el ámbito del Ejército es la especialización de 
algunas Brigadas para controlar disturbios. Se trata de la aplicación del 
poder de policía en regiones de frontera, pero también en otras partes del 
territorio (Ley Complementaria 117, de 2004). El caso más destacado es 
el de la 11ª Brigada de Infantería Liviana (reemplaza a la 11ª Brigada de 
Infantería Blindada) de Campinas, interior de San Pablo, que actúa en la 
zona más desarrollada del país. Por lo tanto, lo que era esporádico se está 
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volviendo una función especializada del Ejército, pasando a tener mayor 
importancia dentro de la institución en términos de recursos humanos, 
materiales, preparación y doctrina.22 

Junto a la Marina y a la Aeronáutica, el Ejército ha participado en la 
Amazonia de operaciones conjuntas de defensa del territorio y de com-
bate al narcotráfico. Se han venido efectuando operaciones de adiestra-
miento en otras regiones del país.

Abin (Presidencia de la República) y Sivam (Fuerza Aérea Brasileña y 
Casa Civil).
Comentaré sucintamente la creación de dos estructuras vinculadas 
a la seguridad del Estado. La primera está relacionada con el área de 
Inteligencia. La reorganización de las estructuras nacionales, traducida en 
la Constitución Federal, eliminó el Consejo de Seguridad Nacional que 
había sido un espacio privilegiado para que las Fuerzas Armadas influen-
ciaran sobre el conjunto de políticas nacionales. Se conservó el Servicio 
Nacional de Seguridad, creado en 1964 y muy involucrado en la represión 
política. No obstante, el presidente Collor de Mello lo disolvió en 1990. 
La Secretaría de Asuntos Estratégicos, que lo vino a sustituir, no se ocupó 
de la producción de informaciones sensibles sino de otros temas.

El presidente Fernando Henrique Cardoso creó la Agencia Nacional 
de Inteligencia23 (1999) para llevar a cabo una política de inteligencia 
de las Fuerzas Armadas, de la Policía Federal y de las policías estaduales. 
Hasta este momento, la Abin (forma parte del Gabinete de Seguridad 
Institucional de la Presidencia de la República) no tiene un destacado 
desempeño en el país. No obstante, el presidente Lula está ampliando el 
marco de actuación de la Abin en la lucha contra el crimen organizado, 
el narcotráfico y otros delitos.

La segunda estructura es el Sivam—Sistema de Vigilancia de la 
Amazonia—24, implantado entre 1994 y 2002. Está formado por una es-
tructura de radares fijos y radares localizados en aviones, además de comu-
nicaciones por satélite, con el objetivo de vigilar el territorio amazónico 
(cerca del 60% del territorio brasileño) en lo relativo a las actividades ile-
gales sobre el medio ambiente, vuelos irregulares, aeropuertos clandesti-
nos, quemadas, plantaciones sospechosas, narcotráfico, etc. Al Sivam se lo 
asocia con la represión de los vuelos irregulares, generalmente de peque-
ños aviones sospechosos de transportar drogas, armas y otros productos. 

El gobierno brasileño aprobó una ley que posibilita derribar las aeronaves 
en vuelo irregular e ilegal. De ahí el nombre “ley del derribamiento”.25 

La autoridad responsable es el Comandante de la Aeronáutica.26

La “ley del derribamiento” significa una respuesta dura del Estado 
brasileño a la criminalidad, en especial al narcotráfico, en una parte alta-
mente vulnerable de su territorio.

Ministerio de Justicia
La Policía Federal forma parte del Ministerio de Justicia, al cual le cabe 
coordinar una política de seguridad a nivel nacional. Pero la realidad de la 
Seguridad Pública es tan compleja que algunos candidatos a la Presidencia 
de la República, en las elecciones del año pasado, propusieron la creación 
del Ministerio de Seguridad Pública, idea que me parece adecuada. 

La primera adaptación reciente del Ministerio de Justicia a los nue-
vos desafíos de la seguridad fue la creación de la Secretaría Nacional de 
Asuntos de Seguridad Pública (Senasp). Su tarea es coordinar la coopera-
ción entre la Nación y los estados. En los últimos diez años se adoptaron 
tres políticas a nivel nacional, una de las cuales es el actual Programa 
Nacional de Seguridad con Ciudadanía (Pronasci), el cual propone 
aquello que los programas precedentes no lograron: una efectiva política 
nacional de seguridad. 

La Policía Federal desarrolla una amplia línea de políticas contra el 
narcotráfico, el lavado de dinero, el tráfico de personas, etc. En octu-
bre de 2004 el ministro Márcio Thomaz Bastos lanzó la Campaña de 
Combate al Tráfico Internacional de Personas, co-promovido por la 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC). 
El gobierno nacional adoptó el registro obligatorio de armas, con reglas 
muy firmes. En todo caso, con muy escasas excepciones, la portación de 
armas es un delito al que no le cabe el pago de fianza.

Existe un sistema nacional de represión al lavado de dinero, que abarca 
la Justicia Federal, el Ministerio Público Federal, el Banco Central y el 
Ministerio de Justicia.27

Una innovación relevante en la Policía Federal y en algunas policías 
civiles estaduales es la creación de sectores especializados en la lucha 
contra los secuestros. El gobierno del Estado de San Pablo cuenta con 
Comisarías antisecuestro en la capital y en algunas de las grandes ciuda-
des paulistas. 
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Organizaciones armadas de la izquierda revolucionaria secuestraron a 
diplomáticos para combatir la dictadura militar. La primera víctima fue 
el embajador americano Charles Burke Elbrik, en 1968, a quien dejaron 
en libertad luego de la liberación de presos políticos. Otros diplomáticos 
extranjeros fueron secuestrados con motivos similares. 

Hoy en día los secuestros tienen diferentes motivaciones y duración. 
El secuestro-express es de corta duración; su objetivo es extorsionar bajo 
la amenaza de emplear la violencia. Los secuestradores mantienen a las 
víctimas adentro de autos u otros lugares mientras extraen dinero de sus 
cuentas bancarias. El segundo tipo es más complejo, pues implica una 
logística para esconder a las víctimas (pueden ser niños, jóvenes, personas 
maduras o ancianos) durante un tiempo indeterminado en que se nego-
cia el rescate con las familias de los secuestrados. 

El secuestro del empresario Abílio Diniz (en el que participó una 
pareja de canadienses) ocurrió durante la primera elección presidencial 
luego de la dictadura militar. En los años recientes, uno de los secues-
trados más famosos fue el empresario Washington Olivetto, publicitario 
de gran prestigio nacional, cuyo lugar de cautiverio se localizaba en un 
barrio de clase media de San Pablo. Los secuestradores pertenecían a una 
organización de extrema izquierda de Chile. 

Por último, hago referencia a la Fuerza Nacional de Seguridad 
Pública28 que el presidente Lula creó a comienzos de su primer mandato 
para apoyar a las policías estaduales en circunstancias graves. Este cuerpo 
policial-militar no es fijo, por lo tanto no tiene una estructura perma-
nente. Sus integrantes provienen de las Policías Militares de los estados, 
bajo reglas que incluyen la participación voluntaria, el pago de salarios, 
obra social, viáticos, etc.29 El puesto de comando de las operaciones le 
corresponde a un coronel propuesto por el Ministerio de Justicia. 

Comisiones Parlamentarias de Investigación: una respuesta especial del 
Poder Legislativo. 
Examinemos ahora la actividad de investigación de la Cámara 
de Diputados y del Senado de la Nación en recientes Comisiones 
Parlamentarias de Investigación sobre el robo de cargas y el tráfico de 
armas. Las CPI son instrumentos, a la vez, importantes y problemáticos. 
Su importancia deviene del poder para investigar, convocar a personas 
para declarar como testigos o sospechosos, incluso bajo coacción, ordenar 

su encarcelamiento, etc. Los problemas se originan frecuentemente en la 
falta de respeto a los derechos individuales. En especial cuando, frente a 
sospechas o evidencias de responsabilidad penal, los diputados y senado-
res miembros de las CPI invitan a los deponentes a probar su inocencia, 
cuando la Constitución garantiza la presunción de inocencia, siendo la 
comprobación de la culpa una responsabilidad del Estado. La transmisión 
televisiva de las sesiones de las CPI alienta a los parlamentarios a no res-
petar los límites éticos, jurídicos y políticos de las propias CPI. A pesar de 
esto, dichas comisiones han obtenido resultados muy importantes para la 
vida de Brasil en lo que se refiere a la Seguridad Pública. 

El robo de las cargas de los camiones y las embarcaciones llegó a tal 
nivel de gravedad que se creó una CPI en el año 2000 con la “finalidad 
de investigar, en todo el país, el elevado crecimiento del robo de cargas 
transportadas por las empresas de transportes carreteros, ferroviarios y 
fluvio-marítimos”.30 El informe, aprobado a comienzos de 2003,31 con-
tiene las siguientes conclusiones:

Dar a la Policía Federal la responsabilidad de reprimir el robo •	
de cargas, de manera que pueda actuar en todo el territorio 
nacional;
Participación de las industrias y de las empresas transportadoras •	
en la prevención del robo de cargas (mediante la emisión de la 
documentación correspondiente);
Ampliación de la pena de prisión para el delito de receptación, •	
junto con multas y penas a nivel tributario;
Lucha contra la connivencia policial con el crimen organizado;•	
Aprobación urgente del “Sistema Nacional de Prevención, •	
Control y Represión del Hurto y Robo de Vehículos y Cargas”, 
previéndose la cooperación entre los estados y la Nación en los 
niveles financieros y policiales, entre otros, para poder de superar 
el problema de las fronteras interestaduales;
Aprobación de legislación sobre el desguace de vehículos; •	
Apoyo a la implantación del Banco Nacional de Datos sobre el •	
robo de cargas (Ministerio de Justicia);
Creación de Comisarías y Juzgados especializados en el abordaje •	
de estos delitos;
Actualización del “Sistema de Integración Nacional de •	
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Informaciones de Justicia y Seguridad Pública” (INFOSEG), para 
interconectar los bancos de datos estaduales sobre vehículos;
Medidas finales tomadas por la CPMI: procesamiento de varios •	
acusados por asociación ilícita, falsificación de papeles públicos, 
solicitud de investigaciones complementarias del Ministerio 
Público, propuesta de modificación de diversas leyes, de manera 
de incluir la tipificación del delito de robo de cargas. 

El tráfico de armas se está desarrollando a todo vapor en Brasil. 
El informe (noviembre de 2006) de la Comisión Parlamentaria de 
Investigación que examinó este tema destacó los siguientes factores:

la ausencia de tipificación de “crimen organizado” en el ordena-•	
miento jurídico beneficia a las organizaciones delictivas;
el narcotráfico que se desarrolla en las •	 favelas y lugares de bajos 
ingresos es la otra cara de la moneda de los delitos de “guante 
blanco” llevados a cabo en ambientes respetables de la economía 
y de la política;
asociación entre el crimen organizado y el narcotráfico en las •	
prisiones. Esto se da, en buena medida, porque la corrupción 
policial posibilita que los teléfonos celulares lleguen al interior de 
los presidios;
Las fuentes de abastecimiento de armas ilegales se localizan •	
principalmente en las ciudades fronterizas a Brasil y en algunos 
aeropuertos internacionales de los Estados Unidos. Sin embargo, 
buena parte de las armas capturadas se fabrican en el país y se 
venden al exterior (de donde vuelven como contrabando), ade-
más de las que provienen de robos de arsenales de la policía y del 
Ejército brasileño, de empresas privadas de seguridad, de colec-
cionistas, de militares y policías civiles, además de otras fuentes.

Algunas de las sugerencias de esta CPI al Poder Ejecutivo acerca del 
narcotráfico son: (a) incluir en el Código Penal una tipificación de las 
“conductas ilícitas de las facciones del crimen organizado” y del “terro-
rismo criminal, separadamente de la lista de los delitos políticos”; (b) 
preservar el Régimen Disciplinario Diferenciado, que aísla en celdas in-
dividuales a los principales líderes de las organizaciones delictivas, com-

batiendo así la comunicación entre los presos y de éstos con el mundo 
exterior; (c) controlar las comunicaciones en las prisiones y las “entre-
vistas entre los presos y sus abogados”; (d) liberar los recursos financieros 
previstos para el sistema carcelario.

A título de conclusión.
El ensayo procuró examinar algunos cambios que actualmente ocurren 
en los aparatos de seguridad pública y Defensa Nacional en el Brasil. Dos 
líneas se dirigen hacia una intersección: por un lado, la ampliación de las 
funciones de las Fuerzas Armadas, para otorgarle al Ejército el amparo 
legal y jurídico a fin de actuar directamente en la Seguridad Pública, en las 
áreas en que el control del narcotráfico prácticamente torna inviable la ac-
ción del Estado. Por otro lado, la creación de estructuras nuevas en el área 
policial, como es el caso de la Fuerza Nacional de Seguridad Pública.

La Seguridad Pública adolece de una falta de continuidad en las po-
líticas del sector. Esta actitud comenzó a cambiar con el gobierno de 
Fernando Henrique Cardoso, que adoptó una Política Nacional de 
Seguridad Pública con un fuerte estilo improvisador. En el actual go-
bierno nacional, se ejecutaron otras dos políticas con el mismo objetivo. 

Todo indica que el proceso iniciado por el presidente Cardoso será 
concluido por el presidente Lula sobre dos bases. La primera: la Seguridad 
Pública es un tema nacional y merece toda la atención de la Nación. La 
segunda: las barreras puestas a la posibilidad de que el Ejército se involu-
cre en este campo están siendo reemplazadas por la militarización de la 
Seguridad Pública. 

A propósito, la aproximación de las Fuerzas Armadas al delito—con el 
objetivo de combatirlo—podrá generar tres efectos nefastos. El primero 
es el contagio con el poder corruptor del narcotráfico. O sea, la corrup-
ción podrá ganar cuerpo en el aparato militar. El segundo es la posibilidad 
de manchar la personalidad y el honor militar a raíz del empleo de la vio-
lencia sin base legal en el combate directo (más propio de la guerra de que 
de la Seguridad Pública) al delincuente, en la violación de los domicilios 
y, sobre todo, en la utilización de la tortura. Estos aspectos son comunes 
en los aparatos policiales, como lo fue también en el Ejército a lo largo 
del régimen militar. La recuperación de la legitimidad y del honor militar 
es un producto democrático que puede llegar a encontrarse bajo fuerte 
presión y riesgo si el Ejército asume graves y frecuentes responsabilidades 
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en la Seguridad Pública. Este alerta proviene, sobre todo, de autoridades 
militares. Finalmente, puede ocurrir que el instrumento militar termine 
convirtiéndose en un sujeto político autónomo. La autonomía militar, 
como se sabe, es contradictoria con la democracia.
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